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ACUERDO 

 
 

En la ciudad de Ushuaia, Capital de la Provincia de Tierra del Fuego, 

Antártida e Islas del Atlántico Sur, a los 19 días del mes de abril 2023, se 

reúnen en Acuerdo ordinario los miembros del Superior Tribunal de Justicia de 

la Provincia, Jueces María del Carmen Battaini, Javier Darío Muchnik, Ernesto 

Adrián Löffler, Carlos Gonzalo Sagastume y Edith Miriam Cristiano, para dictar 

pronunciamiento en el recurso interpuesto en los autos caratulados “B. I. M.s/ 

Daños (Flag)”, expte. nº 1395/2022 STJ-SP. 

 
ANTECEDENTES 

 
 

1.- A fs. 96/99, la titular del Juzgado Correccional del Distrito Judicial Sur 

resolvió: 1) no hacer lugar al planteo de excepción por falta de acción y nulidad, 

y 2) no hacer lugar al procedimiento de reparación integral, ambos promovidos 

por la defensa de I MB. . 

 
2.- Frente a ello, la Defensa Pública interpuso recurso de casación a fs. 

104/107vta. 

 
A fs. 108/vta., la titular del Juzgado declaró admisible el remedio 

procesal intentado. 

 
3.- Radicadas las actuaciones ante este Estrado, se corrió vista al 

representante del Ministerio Público Fiscal. A fs. 123/vta., el Dr. Fappiano 

propició rechazar el recurso de casación interpuesto. 

 
Llamados los Autos al Acuerdo (fs. 124), la causa se encuentra en 

estado de ser resuelta. 
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En virtud de ello, el Tribunal dispone formular y votar las siguientes 

 
 

CUESTIONES 

 
 

Primera: ¿Es procedente el recurso interpuesto a fs. 104/107vta.? 

Segunda: ¿Qué pronunciamiento corresponde dictar? 

 
 

A la primera cuestión la Juez María del Carmen Battaini dijo: 

 
 

1.- A fs. 96/99, la titular del Juzgado Correccional del Distrito Judicial Sur 

resolvió: 1) no hacer lugar al planteo de excepción por falta de acción y nulidad, 

y 2) no hacer lugar al procedimiento de reparación integral, ambos promovidos 

por la defensa de I MB. . 

 
2.- Frente a ello, la Defensa Pública interpuso recurso de casación a fs. 

104/107vta. 

 
Luego de describir el objeto de su presentación, y los aspectos formales 

del recurso, expresa los agravios sobre los que estructura su impugnación. 

 
Siguiendo la estructura de la sentencia atacada, la defensa expresa los 

agravios en dos apartados separados, los que a continuación se desarrollan. 

Por un lado, cuestiona el rechazo de planteo de excepción por falta de acción y 

nulidad (a); y por otro, el rechazo del procedimiento de reparación integral 

promovido por la defensa (b). 

 
(a) Entiende que “El rechazo del planteo por parte de la jueza 

correccional se realiza desde la perspectiva estrictamente legalista, es decir, se 

toma en cuenta el criterio de legalidad y oficiosidad del delito que se pretende 

perseguir sin avanzar en un análisis coherentista del sistema jurídico” (fs. 105). 
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Sostiene que la juzgadora debió haber analizado de manera comparativa 

los bienes jurídicos tutelados con la regulación de los distintos tipos de 

acciones y el criterio de persecución penal (fs. 105). 

 
Alega en consecuencia que –en función al principio de proporcionalidad-, 

debió ponderarse el carácter patrimonial del bien jurídico protegido y la leve 

escala penal establecida por el legislador, frente a la persecución penal pública 

y de oficio (fs. 105). 

 
Ataca la decisión por motivación aparente, y solicita se decida de 

manera favorable el planteo de nulidad, a través de la excepción de falta de 

acción y se decrete la extinción de la acción penal (fs. 105vta.). 

 
(b) En relación al segundo eje de los agravios, la defensa critica la 

postura adoptada por la juzgadora, alegando que “no se corresponde con un 

análisis de la normativa y desde los principios constitucionales que se 

encuentran en juego, sino más bien a un análisis político-axiológico criminal 

basado en su opinión personal y no en el ordenamiento jurídico vigente” (fs. 

106). 

 
Entiende que B.  se encuentra en condiciones de acceder a la extinción 

de la acción penal por reparación integral, y refiere a normativa nacional y 

provincial para fundamentar su solicitud (fs. 106/107). 

 
3.- La crítica formulada por la recurrente se orienta a cuestionar la tarea 

axiológica llevada a cabo por la Titular del Juzgado Correccional. 

 
En estos supuestos, ha dicho el Tribunal que su competencia radica en 

controlar que la motivación de la sentencia del juez o tribunal de mérito 
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corresponda o constituya una derivación razonada del derecho vigente con 

relación a las circunstancias reales y comprobadas de la causa; la validez de 

las pruebas de que se sirve el sentenciante; la omisión en la consideración de 

alguna prueba decisiva que hubiera sido legalmente incorporada a la causa y 

cuya apreciación conduzca a variar el sentido de la decisión final; que sus 

conclusiones respondan a las reglas del recto entendimiento humano; y que 

esa motivación resulte bien emitida con ajuste a las formas prescriptas. Así se 

ha dicho en los autos “Rojas, Juan Pablo s/ Hurto de automotor” -expte. nº 

532/02 SR, sentencia del 05.02.2003 registrada en el Libro IX, folios 22/33-; 

entre muchos otros. 

 
Este examen debe ser amplio, de forma tal de dar plena vigencia a la 

garantía de la doble instancia consagrada por el artículo 8, párrafo 2º, apartado 

„h‟ de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, y el artículo 14.5 

del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (adoptado por la 

Asamblea General de las Naciones Unidas en diciembre de 1966), ambos 

incorporados a nuestro universo constitucional por el artículo 75, inciso 22º 

(ver, por todos, “Romero, Paulo Lorenzo s/ Apremios ilegales y privación 

ilegítima de la libertad agravada reiterada” -expte. nº 795/04 SR del 

20.04.2005, Libro XI, fº 222/233- y sus citas). 

 
El análisis de la decisión recurrida debe ser integral, con el objeto de no 

incurrir en un remedio procesal meramente formal que infrinja la esencia misma 

del derecho a recurrir el fallo condenatorio (conf. doctr. de la Corte 

Interamericana de Derechos Humanos, “Herrera Ulloa vs. Costa Rica” del 

02.07.2004) (según se dijo en “Fernández, Roberto Marcelo s/ Homicidio en 

gdo. de tentativa agravado por uso de arma de fuego” -expte. nº 753/04 SR del 

03.02.2005, Libro XI, fº 23/32- y “Danchow, Rubén Esteban s/ Quebrantamiento 

de pena” -expte. nº 941/06 SR del 24.10.2006, Libro XII, fº 703/717-; entre 

otros). Conceptos éstos que han sido corroborados y ampliados por la Corte 
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Suprema de Justicia de la Nación en el conocido fallo “Casal” del 20.09.2005 

(Fallos: 328:3399). 

 
4.- He de adelantar que comparto el criterio adoptado por la Juez 

Correccional, y no el esgrimido por la defensa en su recurso de casación, 

cuestión que procederé a fundamentar seguidamente. 

 
La cuestión a resolver gira en torno a los argumentos de la defensa, 

según los cuales por el carácter patrimonial del bien jurídico protegido del delito 

por el cual se juzga a B.  y por el bajo quantum punitivo establecido por el 

legislador para el mismo, debería declararse la nulidad de lo actuado y la 

extinción de la acción penal, o en su defecto, habilitar la vía de reparación 

integral para así extinguir la acción penal. 

 
(a) En su primer agravio, la defensa ataca el rechazo de planteo de 

excepción por falta de acción y nulidad, y concluye en que la decisión adolece 

de motivación aparente. 

 
Critica el criterio adoptado por la Juez Correccional, quien señaló que el 

órgano acusador debe iniciar de oficio todas las acciones penales, salvo 

aquellas, expresa y taxativamente previstas como excepción (fs. 105). 

 
Agrega que el rechazo es estrictamente legalista, y que la Juzgadora 

debió haber analizado el planteo ponderando los bienes jurídicos desde el 

tamiz del principio de proporcionalidad (fs. 105). 

 
En su decisión, la Juzgadora analizó la solicitud de excepción por falta 

de acción presentada por la defensa, junto a lo dictaminado por el Sr. Fiscal a 

fs. (90). 



6 

 

 

 
 
 
 

 

Este último, solicitó el rechazo de la excepción de falta de acción y el 

consiguiente pedido de nulidad de lo actuado (fs. 90vta.). 

 
Para ello, señaló en primer término que se trata de un delito de daños 

(art. 183 CP), y con ello, un delito de acción pública (art. 71 CP), por lo que 

resulta improcedente la excepción por falta de acción, y el consiguiente pedido 

de nulidad (fs. 90). 

 
En segundo término, señaló la improcedencia del pedido de nulidad por 

su carácter sorpresivo y tardío, toda vez que B.  contó con asistencia Letrada 

adecuada y suficiente durante todo el proceso, la cual consintió sin objeción 

alguna en la audiencia única de indagatoria (fs. 90vta.). 

 
Luego de referir al dictamen fiscal, la Juzgadora señaló no compartir la 

interpretación forzada de la Sra. Defensora en beneficio de B. , y sostuvo: “La 

conducta imputada al Sr. B.  (presuntamente configuraría el delito de daño 

simple art. 183 CP) es de acción pública ya que no se encuentra contemplada 

en ninguna de las excepciones previstas en el art. 71 del CP, entre las que se 

citan las dependientes de instancia privada (art. 72 CP), y las privadas (art. 73 

CP). Es solo en esos casos, en los que la persona ofendida cuenta con 

atribuciones para impulsar la intervención estatal, salvo en los supuestos 

previstos en el segundo párrafo del art. 72 CP”. 

 
Seguidamente concluyó que “no existen objeciones legales que 

contribuyan a fundamentar la postura nulificante de la Defensa, en tanto el 

Fiscal cumplió con su deber de promover y llevar adelante una investigación 

por la presunta comisión de un delito de acción pública; ello conocido por el 

imputado z la Sra. Defensora desde su primera intervención en el caso.” (fs. 

96vta.). 
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Con ello, no se observa que el criterio adoptado adolezca de motivación 

aparente como manifiesta la defensa. Muy por el contrario, se trata de una 

respuesta adecuada a derecho. 

 
(b) En su segundo agravio, la defensa ataca el rechazo del 

procedimiento de reparación integral. 

 
Entiende que, en función al sistema legal nacional y provincial, no hay 

impedimento para su procedencia en el caso sometido a examen (fs. 106). 

 
Refiere a la reglamentación nacional y provincial del instituto en 

cuestión, y concluye que en función del principio pro hommine, las pautas 

procedimentales deben ceder la normativa de fondo (fs. 107). 

 
Critica el criterio del Fiscal en su dictamen de fs. 91/95vta., y el adoptado 

por la Juez Correccional en su decisión, bajo argumento de que ambos se 

basan en una “visión política-axiológica basada en criterios subjetivos que no 

tienen sustento en la base constitucional y legal vigente” (fs. 107). 

 
En su decisión, la Juzgadora analizó la solicitud de proceder conforme al 

instituto de reparación integral del daño, junto a lo dictaminado por el Sr. Fiscal 

a fs. 91/95vta. 

 
Este último, solicitó el rechazo del instituto de reparación integral, luego 

de analizar las siguientes cuestiones del caso: 1) que la víctima del delito es 

una mujer; relacionado con ello, 2) que se dio en un contexto de violencia de 

género; y 3) la ausencia de internalización de valores, y la falta de motivación 

en la norma y la autoridad por parte de B. . 
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Con ello, el fiscal formuló su opinión negativa basado en “…cuestiones 

de orden público, política criminal, desvalor del acto, y ponderación del 

accionar del imputado en cuanto a la inidoneidad de la reparación integral del 

perjuicio como vía alternativa de solución del conflicto” (fs. 94vta.). 

 
Dos fueron los obstáculos que observó la Juzgadora para no hacer lugar 

al pedido de la defensa: 1) la oposición fiscal para la procedencia del instituto 

en cuestión; y 2) la finalidad del instituto en el marco de la justicia restaurativa. 

 
En función al primero, cierto es –como afirma la defensa–, la relevancia 

del principio pro hommine y de última ratio, como criterios que dan sustento al 

instituto de reparación integral. 

 
Pero también es cierto, y esa es la interpretación del precedente Schof 

de este Superior Tribunal, que los criterios allí establecidos para efectivizar la 

instrumentalización del instituto de reparación integral (frente a la laguna 

legislativa en materia procedimental), son pautas que deben ser analizadas por 

el juzgador de manera integral. 

 
Entre esas pautas, aparece la necesidad de contar con el dictamen 

fiscal, toda vez que se trata del titular de la acción penal y que la aceptación del 

instituto de reparación integral trae consigo la extinción de la misma (art. 59 inc. 

6 del CP). 

 
En su decisión, la juzgadora contó con el referido dictamen fiscal, el que 

se inclinó por el rechazo del instituto. 
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Observado ello, la Sra. Juez Correccional señaló -con acierto- que la 

negativa fundada y motivada del agente Fiscal para la concesión del instituto 

de reparación integral se yergue como un obstáculo insalvable para su curso 

(fs. 97). 

 
En función al segundo obstáculo para la procedencia del instituto, 

sostuvo que la procedencia del mismo –en el presente caso- implicaría su mal 

uso y deterioro, lo que impactaría negativamente en el servicio de justicia (fs. 

97vta.). 

 
Ello, por cuanto el instituto de reparación integral no procede de manera 

automática mediante la voluntad conciliatoria de la presunta víctima y el 

ofrecimiento resarcitorio del acusado (fs. 98). 

 
Antes bien, señaló la juzgadora, la aplicación del instituto debe tratarse e 

interpretarse de modo cauteloso, acorde a las circunstancias particulares del 

caso y sus actores, evitando la distorsión que su descontextualización podría 

provocar (fs. 98). 

 
En relación al acusado, surge del sistema SIGE el expediente n° 4418 

del mismo Tribunal Correccional “B. I. M.s/Daños reiterados –en dos 

oportunidades (Flagr)”, en el cual se le imputó que el día 3 de enero del año 

2021, habría dañado dos vehículos de manera intencional, ambos en calle San 

Martín de la ciudad de Ushuaia (fs. 97vta.). 

 
En aquella oportunidad, solicitó el uso del instituto de reparación integral, 

el cual fue concedido, dictándose su sobreseimiento el día 23 de marzo del 

2022 (fs. 97vta.). 
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Ahora bien, señala la Juzgadora que dos meses luego de su 

sobreseimiento, B.  habría cometido el hecho que se investiga en el presente 

expediente, “desoyendo también y no es un dato menor, las reglas impuestas 

en el marco de la condena dictada en fecha 5/10/2021 en el expediente nro. 

4523/2021 de este Juzgado, hasta su firmeza. Esto es, no alcoholizarse ni 

consumir estupefacientes…” (fs. 97vta.). 

 
Con ello, señala el abuso y mal uso del instituto, preguntándose por qué 

sería factible que B.  continúe usufructuando los beneficios que brindan las vías 

alternativas de resolución de conflictos, cuando éste ya ha hecho uso y 

continúa delinquiendo (fs. 98vta.). 

 
Y continúa: “Para dar respuesta, en cada caso puntual, puede 

focalizarse al considerar la franja de tiempo –hace cuánto se benefició con la 

reparación-, nuevas conductas delictivas –desde que se benefició de la 

reparación-, qué tipo de delitos se trata (éste sería el tercer delito de daño de 

automóviles en el mismo año), ello para ver si internalizó el cuidado a ciertos 

bienes tutelados o no, y si existe introspección de ajustarse a las normas 

sociales de convivencia” (fs. 98vta.). 

 
Con lo que concluye que cada uno de esos elementos son negativos en 

el caso de B. . 

 
5.- Contrariamente a lo postulado por la defensa, la decisión muestra un 

análisis serio y fundamentado de las particularidades del caso. 
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No se observa, ni la parte logra demostrar, que la labor realizada por la 

Titular del Juzgado Correccional presente el vicio de motivación aparente 

alegado por la defensa. 

 
La parte recurrente se limita a exponer su visión sobre el carácter 

patrimonial del bien jurídico protegido y la leve escala penal establecida por el 

legislador, y su ponderación –en función al principio de proporcionalidad- frente 

a la persecución penal pública y de oficio, y refiere de manera abstracta a la 

normativa relativa al instituto de reparación integral, sosteniendo con ello que 

su defendido se encuentra en condición de hacer uso del referido instituto. 

 
De este modo, la defensa no logra demostrar el absurdo en el 

razonamiento expuesto, ni que los extremos tenidos en cuenta carezcan de 

sustento. Por el contrario, en el pronunciamiento se advierte una valoración y 

análisis del material fáctico y motivación suficiente. 

 
Por lo expuesto, cabe concluir que la resolución de 96/99, en cuanto fue 

materia de pronunciamiento, presenta fundamentos serios y atendibles, y 

responde en un todo a las cuestiones de hecho y derecho presentes en el 

caso. Podrá compartirse o no lo resuelto, pero no puede sostenerse que 

carezca de motivación suficiente. 

 
Tampoco se ha omitido considerar cuestiones conducentes para la 

correcta solución del caso (C.S., doctr. de Fallos, 308:1622). Recuérdese, 

además, que “Los jueces no están obligados a seguir a las partes en todas sus 

alegaciones y argumentos. Basta que se hagan cargo de aquéllos que sean 

conducentes a la decisión en litigio” (Fallos, 221:37; 222:186; 226:474; 

228:279; 233:47; etc.). 
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En suma, coincidiendo con la opinión formulada por el Titular del 

Ministerio Público Fiscal, a la cuestión propuesta he de pronunciarme por la 

negativa. 

 
Los Jueces Javier Darío Muchnik, Ernesto Adrián Löffler, Carlos 

Gonzalo Sagastume y Edith Miriam Cristiano, adhieren a lo dicho por la Juez 

María del Carmen Battaini, votando a la primera cuestión por la negativa. 

 
A la segunda cuestión la Juez María del Carmen Battaini dijo: 

 
 

Atento a las consideraciones efectuadas, propongo no hacer lugar al 

recurso de casación interpuesto a fs. 104/107vta. por la defensa de I MB.  

contra la resolución de fs. 96/99. 

 
Cabe imponer las costas al encausado, de acuerdo al principio 

contenido en la primera parte del artículo 492 del C.P.P. 

 
Los Jueces Javier Darío Muchnik, Ernesto Adrián Löffler, Carlos 

Gonzalo Sagastume y Edith Miriam Cristiano comparten y hacen suya la 

propuesta formulada por la Juez María del Carmen Battaini, votando a la 

segunda cuestión en igual sentido. 

 
Con lo que finalizó el Acuerdo dictándose la siguiente 

 
 

SENTENCIA 

 
 

Ushuaia, 19 de abril de 2023. 

 
 

VISTAS: las consideraciones efectuadas en el Acuerdo que antecede 
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EL SUPERIOR TRIBUNAL DE JUSTICIA 

RESUELVE: 

 
1º) NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 104/ 

107vta. por la defensa de I MB.  contra la resolución de fs. 96/99. Con costas 

(art. 492, primera parte, del C.P.P.). 

 
2º)     MANDAR se registre, notifique y cumpla. 

 
 

Fdo.: María del Carmen Battaini - Juez, Javier Darío Muchnik - Juez, Ernesto 

Adrián Löffler - Juez, Carlos Gonzalo Sagastume – Juez, Edith Miriam Cristiano 

– Juez 

Secretario: Roberto Kádár 

Tº IX – Fº 304/310 


